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Introducción 

Los derechos de autor forman parte del 

conjunto de normativa a tener en cuenta al 

organizar los servicios de una biblioteca, ya 

que la mayor parte de la información con la 

que se trata está protegida por este derecho. 

Así, actos realizados por las bibliotecas 

como, por ejemplo, e[ préstamo de docu­

mentos, aunque pueden parecer fruto de [a 

simple tradición, están definidos y regula­

dos en la normativa vigente. La revisión de 

esta normativa merece, por este motivo, la 

atención de los profesionales de la informa­

ción. Esta revisión viene determinada 

actualmente por la llegada del entorno digi­

tal. 

La Unión Europea (DE) está preparando 

una nueva Directiva para regular este aspec­

to: Propuesta de Directiva relativa a la 

armonización de determinados aspectos de 

los derechos de autor y derechos afines en 

la sociedad de la información (1) (a partir 

de ahora Propuesta de Directiva). Por lo 

tanto, la llamada biblioteca virtual está toda­

vía a la espera de conocer la base jurídica 

con la que deberá convivir en este aspecto. 

La nueva regulación de los derechos de 

autor puede suponer un cambio tan impor­

tante que provoque un giro radical para el 

futuro de las bibliotecas, o bien suponer, 

sencillamente, una adaptación que les per­

mita continuar siendo lo mismo en un entor­

no diferente. Aunque esta última alternativa 

sería, sin duda, la más acertada, hoy parece 

la menos probable. El análisis de determina-
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dos aspectos de la normativa actual puede 

ayudar a valorar la repercusión que puede 

tener la nueva regulación tanto para las 

bibliotecas como para sus usuarios. 

Los límites a los derechos 

de autor 

El ordenamiento jurídico protege la 

creación intelectual con la finalidad de 

estimularla. Esta protección se lleva a 

cabo a través de la articulación de diferen­

tes derechos, morales y económicos. A 

través de [os primeros, e[ autor puede, por 

ejemplo, exigir el respeto a [a integridad 

de [a obra y e[ reconocimiento de su con­

dición de autor. A través de [os derechos 

económicos o de explotación, la ley pro­

cura que e[ autor reciba una remuneración 

por [os usos que se hagan de su obra, 

compensando así su trabajo. La ley men­

ciona cuatro formas de explotación especí­

ficas (reproducción, distribución, comuni­

cación pública, transformación), pero pro­

tege los derechos del autor ante cualquier 

otra forma. 

Sin embargo, la protección que otorga la 

ley no puede ser absoluta, ya que de ser así 

entraría en conflicto con los intereses del 

público en general. Es por este motivo que 

la ley prevé unos límites a [os derechos de 

autor en beneficio del interés general. Estos 

límites constituyen excepciones a la protec­

ción fijada en la ley y establecen que, para 

determinados actos, no es necesaría la auto­

rización del autor o su remuneración. 



La justificación de la existencia de estos 

límites o excepciones es la búsqueda de un 

equilibrio entre el interés privado de los titu­

lares de los derechos (autores, editores) y el 

interés de los ciudadanos en general --entre 

los cuales encontramos a los usuarios de las 

bibliotecas-. Este interés general se halla 

recogido en diferentes Tratados internacio­

nales que recogen el derecho de investigar y 
recibir informaciones y opiniones, la liber­
tad de buscar, recibir y difundir informacio­

nes e ideas, el derecho a participar en la vida 

cultural, el derecho a disfrutar de los benefi­

cios del progreso, etcétera, y también en el 

arto 44 de la Constitución española donde se 

establece que: 

"l . Los poderes públicos promoverán y 
tutelarán el acceso a la cultura, a la que 

todos tienen derecho. 
2. Los poderes públicos promoverán la 

ciencia y la investigación científica y técni­

ca en beneficio dcl interés general". 

Los límites que se imponen a los dere­

chos de autor, dado que se trata de restric­

ciones a un derecho que otorga la ley, no 

pueden ser de cualquier tipo, sino que deben 

respetar unas condiciones como son las 

recogidas en el arto 9.2 del Convenio de 

Berna para la protección de las obras lite­

rarias y artísticas (2), de 9 de septiembre de 

1886, y conocidas como la prueba tres 

fases. De acuerdo con esta prueba se podrán 

prever excepciones a los derechos de autor 

siempre que: 

a) sean para casos determinados en la ley; 

b) no atenten contra la explotación normal 

de la obra; y 

c) no perjudiquen de forma injustificada los 

intereses legítimos del autor. 

Teniendo en cuenta estas condiciones, 

cada Estado ha establecido, en su normati­

va, los límites concretos que ha considerado 

adecuados para hallar un equilibrio entre los 

diferentes intereses en juego. 

A partir de algunos de los límites que 

contempla la Ley de Propiedad Intelectual 

(LPI) (3) española se puede ver como se 

concreta la búsqueda de este equilibrio. Por 

ejemplo, el arto 37.2 de la LPI prevé que 

determinados tipos de establecimientos, 

entre ellos, museos, archivos, bibliotecas, 

puedan realizar préstamo de documentos sin 

necesidad de pedir permiso al autor ni de 

satisfacerle una remuneración: 

"Asimismo, los museos, archivos, biblio-

tecas, hemerotecas, fonoteeas o filmotecas 

de titularidad pública o que pertenezcan a 

entidades de interés general de carácter cul­

tural, científico o educativo sin ánimo de 

lucro, o a instituciones docentes intebrradas 

en el sistema educativo español, no precisa­

rán autorización de los titulares de los dere­

chos ni les satisfarán remuneración por los 

préstamos que realicen". 

Otro ejemplo de límite es el previsto en el 

arto 37.1 de la LPI en el que se establece una 

excepción para las reproducciones realiza­

das con fines de investigación por determi­

nados establecimientos: 

"Los titulares de los derechos de autor no 

podrán oponerse a las reproducciones de las 

obras, cuando aquéllas se realicen sin finali­

dad lucrativa por los museos, bibliotecas, 

fonotecas, filmotecas, hemerotecas o archi­

vos, de titularidad pública o integradas en 

instituciones de carácter cultural o científi­

co, y la reproducción se realice exclusiva­

mente para fines de investigación". 
y de acuerdo con el arto 31 de la misma 

ley no es necesaria la autorización del autor 

para realizar reproducciones como conse­

cuencia o para constancia de un procedi­

miento judicial o administrativo, para uso 

privado del copista (es la llamada copia pri­

vada) o para uso privado de invidentes. En 

el caso de la copia privada, la ley prevé un 

sistema de remuneración de los autores a 

través del canon por copia privada regulado 

en el arto 25 de la LPI. En este artículo se 

establece que los fabricantes e importadores 

de los aparatos que permiten realizar estas 

reproducciones (por ejemplo, las fotocopia­

doras) deben satisfacer a los titulares de los 

derechos una cantidad en concepto indemni­

zatorio por las copias que se puedan hacer 

de sus obras con las máquinas que ellos 

fabrican. Es un tipo de remuneración que 

permite compensar a los titulares de los 

derechos por las reproducciones que se 

hagan de sus obras, pero que no debe ser 

satisfecha directamente en el momento en 

que una persona realiza el acto de reproduc­

ción. 

Estos y otros límites previstos en la LPI, 

pensados para un entorno básicamente ana­

lógico, son una vía para facilitar el acceso a 

la cultura de los ciudadanos y para conse­

guir que la cultura, la ciencia y la investiga­

ción sean un beneficio que pueda llegar a 

todos sin diferencia. 
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Revisión de la normativa 

La llegada del entorno digital ha provo­
cado cierta incertidumbre acerca de si es 
suficiente la protección actual de los dere­
chos de autor y se ha iniciado una revisión 
de la normativa sobre propiedad intelectual 
a nivel mundial, de la Unión Europea y 
nacional. Esta revisión afecta al apartado de 
los límites a los derechos de autor que tam­
bién es necesario adaptar al nuevo entorno. 

A nivel mundial, la adopción de Tratados 

internacionales tiene como finalidad armo­
nizar la normativa de diferentes Estados, 
procurando así la protección de la obra del 
autor más allá de las fronteras de su país. La 
Organización Mundial de la Propiedad Inte­
lectual (OMPI) (4), organismo especializa­
do de Naciones Unidas, tiene como funcio­
nes, entre otras, promover la protección de 
la propiedad intelectual y administrar Trata­

dos internacionales relacionados con este 
ámbito. Uno de estos Tratados es el Conve­

nio de Berna de 1886 que ha sido actualiza­
do recientemente con la adopción del Trata­

do de la OMPI sobre derecho de autor (5) 

de 1996 (a partir de ahora, Tratado interna­

cional de la OMP/). Este Tratado establece, 
para los países que se adhieran a él (6), los 
principios generales que deberá seguir su 
normativa sobre propiedad intelectual en el 
nuevo entorno digital. 

En cuanto a los límites a los derechos de 
autor, la línea marcada por este Tratado 

internacional de la OMPI de 1996 es una 
línea de continuidad. En este sentido, su pre­
ámbulo recoge la necesidad de mantener un 
equilibrio entre los intereses de los titulares 
de los derechos y los del público en general, 
poniendo énfasis en la educación, la investi­
gación y el acceso a la información (7). 

Además, este Tratado permite a los Esta­
dos aplicar, en el entorno digital, los límites 
existentes en el entorno analógico y, para 
conseguir esa continuidad, prevé la posibili­
dad de que se puedan establecer nuevos 
límites adecuados al entorno digital (8). 
Esta es una previsión vital. La determina­
ción de nuevos límites, dado el cambio 
social, cultural y económico que implica la 
era digital, es imprescindible para encontrar 
un nuevo equilibrio. Límites que, lógica­
mente, deberían respetar la prueba tres 

fases que, como ya hemos comentado, esta­
blece que sean para casos especiales, que no 
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atenten a la explotación normal de la obra y 
no causen un perjuicio injustificado a los 
intereses legítimos del autor. 

Así pues, uno de los puntos sobre el que 
las bibliotecas deben concentrar su atención 
es en la determinación de actos que deberí­
an estar previstos como límites a los dere­
chos de autor en un entorno digital. Es decir, 
en la individualización y la definición de los 
actos que son o serán un camino para man­
tener un equilibrio entre los intereses públi­
cos y privados y que, a la vez, respeten esta 
prueba tres fases. Estos actos, cuando así lo 
apruebe el legislador, quedarán recogidos 
finalmente en la legislación española que 
aplique este Tratado, tal y como ahora la 
LPI española prevé límites como el présta­
mo de documentos, la reproducción con 
fines de investigación, etcétera. Sin embar­
go, antes debemos esperar otro eslabón nor­
mativo, la regulación de la UE. 

Para evitar que cada país realice una 
adaptación diferente del Tratado internacio­
nal de la OMPI, la UE ha elaborado una 
Propuesta de Directiva (9) para conseguir 
una ejecución normativa armonizada de este 
Tratado en todos los países de la UE. Esta 
Directiva dejaría en vigor las aprobadas en 
los últimos años (ver anexo) sobre présta­
mo, bases de datos, duración de la protec­
ción del derecho de autor, programas de 
ordenador y radiodifusión de programas vía 
satélite y la distribución por cable. que ya 
han sido incorporadas al derecho interno 
español. 

Los objetivos de esta Propuesta de 

Directiva son, además de estimular la crea­
tividad, evitar que la posible desprotección 
de los derechos de autor sea un freno para el 
desarrollo de la industria involucrada y ase­
gurar el buen funcionamiento del mercado 
de la UE. Partimos, pues. de un móvil sobre 
todo económico. No debemos olvidar que la 
UE es, hoy por hoy. una organización bási­
camente económica. un mercado. La visión 
mercantilista de este tema diluye el aspecto 
que interesa y afecta a las bibliotecas: la 
búsqueda de un equilibrio entre intereses 
públicos y privados. imponiendo unos lími­
tes a los derechos de autor. 

El hecho de que los intereses económicos 
de los titulares de los derechos se puedan 
ver comprometidos, por ejemplo. por la 
posibilidad de hacer copias de las obras 
digitales idénticas al original, podría justifi-



car, aparentemente, una protección muy ele­

vada de los derechos de autor. Pero hechos 

como éste, a pesar de ser muy relevantes y 
marcar la gran diferencia con el entorno 

analógico, no nos pueden hacer olvidar la 

necesidad de encontrar un nuevo equilibrio 

en beneficio, tanto de la sociedad en general 

como del propio mercado, ya que una exce­

siva protección de las obras digitales podría 

llevar a una no generalización de su uso. 

Además, no se puede presuponer que todo 

acceso, copia o transmisión serán realizados 

con finalidades ilegales por definición. 

En cuanto al apartado de los límites o 

excepciones a los derechos de autor que, 

como ya hemos visto es un aspecto funda­

mental para las bibliotecas, la Propuesta de 

Directiva de la UE resulta ser muy restricti­

va y este hecho les podría afectar negativa­

mente, dado que no les garantiza una situa­

ción de continuidad respecto del entorno 

analógico. Es una propuesta restrictiva por 

el número y por los tipos de excepciones 

que prevé pero, sobre todo, porque conticne 

una lista cerrada de las mismas (10). Dando 
una lista cerrada la UE impide a los Estados 

europeos prever otras diferentes. Con esta 

prohibición la UE entra en clara contradic­

ción con el Tratado internacional de la 

OMPl, Tratado que, por otro lado, la misma 

UE está aplicando y que permite a los Esta­

dos ampliar al entorno digital las excepcio­

nes existentes en el entorno analógico y pre­

ver otras nuevas. 

La justificación que se da en favor de una 

lista cerrada es la armonización del derecho 

de propiedad intelectual en los países de la 

VE; pero este argumento entra en contradic­

ción con el hecho de que, según la misma 

Propuesta de Directiva, no sería obligatorío 

para los Estados recoger estas excepciones. 

El motivo que se aduce ante el hecho de que 

sean opcionales es el respeto a las tradicio­

nes de cada país; pero ello se contradice, a 

su vez, con el hecho de que la UE imponga 

una lista cerrada, dado que esto implica la 

eliminación de algunas excepciones tradi­

cionalmente aceptadas en algunos países, 

impidiendo la continuidad entre el mundo 

analógico y el digital. 

Esta lista se halla en el arto 5 de la Pro­

puesta de Directiva. Las excepciones que se 

prevén para las bibliotecas son relativas a 

los actos de reproducción (11). Ello podría 

permitir, por ejemplo, conservar la excep­

ción que recoge la LPI española en su arto 

37.1 de reproducción para fincs dc investi­

gación y a la cual ya hemos hecho referen­

cia. 

Sin embargo, la Propuesta de Directiva 

no prevé ninguna excepción para las biblio­

tecas en actos de comunicación al público. 

Este derecho incluye todo acto por el cual 

una pluralidad de personas puede tener 

acceso a una obra sin previa distribución de 

ejemplares a cada una de ellas. Se incluiría 

aquí, por ejemplo, el acto de poner a dispo­

sición de los usuarios obras en soporte digi­

tal a través de la red. Si no se prevé ninguna 

cobertura legal para los actos que realizan 

las bibliotecas en lo relativo a las obras digi­

tales, todo quedará en manos de la negocia­

ción de licencias o contratos con los edito­

res. Este es un hecho relevante teniendo en 

cuenta que el derecho de comunicación al 

público será un derecho clave en el entorno 

digital. 

Con la breve experiencia que las biblio­

tecas han tenido en la contratación de licen­

cias ya se han podido intuir algunas de las 

consecuencias que puede tener su generali­

zación sin ningún tipo de cobertura legal 

para las bibliotecas. Entre eUas podemos 

mencionar la dificultad para hacer previsio­

nes presupuestarias para la compra de fon­

dos bibliográficos, dado que el coste de las 

obras puede variar según el uso, a diferencia 

de la situación actual donde el precio es 

invariable y las consultas pueden ser indefi­

nidas. Los programas de gestión electrónica 

de derechos de autor puede que lleguen a 

controlar todo acceso a las obras en soporte 

digital para obtener un rendimiento econó­

mico por parte de los titulares de los dere­

chos. Si el acceso es controlado, puede ocu­

rrir que los usuarios no puedan consultar 

libremente las obras en soporte digital en la 

biblioteca como hoy pueden leer un libro o, 

simplemente, ojearlo, ya que cada acto de 

visualización puede suponer un coste para la 

biblioteca o para el usuario directamente, 

según los casos. Este hecho implica un cam­

bio radical respecto de la situación en el 

entorno analógico, donde el simple acto de 

consulta de una obra queda, en el sistema 

jurídico español, fuera del alcance de los 

derechos de autor y, por lo tanto, tampoco 
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está prevista en España ningún tipo de 
remuneración al respecto. Por otro lado, las 
condiciones de las licencias pueden ser dife­
rentes para cada obra y para cada biblioteca 
y es necesario controlar diversidad de con­
diciones de acceso, de pagos, etcétera. Esto 
complica tanto la gestión de la colección 
como la organización de los servicios a los 
usuarios. El sistema de funcionamiento es 
más parecido al de un servicio de teledocu­
mentación. También pueden darse dificulta­
des para llevar a cabo la conservación del 
patrimonio bibliográfico digital si el legisla­
dor no hace una previsión especial, por 
ejemplo, para actos con fines de preserva­
ción por parte dé "las

" 
bibliotecas. 

Las bibliotecas juegan un papel esencial 
en el acceso a la infonnación de los ciuda­
danos, en la difusión y en la conservación 
del patrimonio cultural. Es necesario prever 
las vías adecuadas para proteger los dere­
chos de autor y también para remunerar los 
titulares de los derechos por los usos que se 
hagan de sus obras, pero las bibliotecas no 
deberían quedar en la misma posición de 
negociación que otras entidades que contra­
tan el mismo servicio para obtener un bene­
ficio económico propio. El saber y la cultu­
ra son un bien para toda la sociedad, un bien 
que se identifica, además, con el bienestar. 
Deberiamos procurar que la nonnativa per­
mitiera un acceso a la infonnación como el 
que ha existido hasta ahora, evitando barre­
ras innecesarias y procurando que la infor­
mación no quede como un privilegio de 
algunos. Una fonna de proteger el interés 
público seria prever en la ley algunos requi­
sitos que deberían contener estas licencias o 
prever unos límites adecuados a la nueva 
realidad y establecer la nulidad de las cláu­
sulas contractuales contrarias a los límites o 
excepciones previstos en la ley. 

Con esta Directiva el legislador está deci­
diendo si quiere asegurar un espacio públi­
co en la sociedad de la infonnación y un 
detenninado nivel de acceso de los ciudada­
nos a la infonnación, o bien dejarlo todo en 
manos de la negociación privada. Parece 
que se esté aprovechando una coyuntura 
detenninada, en este caso un cambio tecno­
lógico, en beneficio de unos intereses priva­
dos y en detrimento de un espacio público, 
el interés general. Tal vez es demasiado 
pronto para que los Estados defiendan posi­
ciones concretas en este ámbito ante la UE, 
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pero es un peligro que se cierren puertas a 
una realidad que sólo empezamos a cono­
cer. Al hacerlo así, la Propuesta de Directi­

va se ha convertido en una amenaza para el 
futuro de las bibliotecas. 

Las acciones del colectivo 

bibliotecario 

Ante esta situación el colectivo bibliote­
cario europeo no ha tomado una actitud 
pasiva. Las diferentes asociaciones de cada 
país han trabajado en una misma línea diri­
gida a elaborar una propuesta común de 
revisión del texto de la Propuesta de Direc­

tiva europea. Esta ha sido una iniciativa 
impulsada por EBLlDA (European Bureau 
of Library, Infonnation and Documentation 
Associations) (12) a través del Proyecto 
europeo ECUP+ (European Copyright User 
Platfonn) (13). 

En España, el Grupo de trabajo Bibliote­
cas y Propiedad Intelectual (BPI) (14) de 
FESABID (15) de COBDC (16) ha elabora­
do un documento (17) que contiene las 
enmiendas al texto de la Propuesta de 

Directiva adaptadas a nuestro contexto nor­
mativo. Este documento ha sido enviado al 
Ministerio de Educación y Cultura y, hasta 
hoy, se han adherido a él entidades como 
REBIUN (Red de Bibliotecas Universita­
rias), el CBUC (Consorci de Biblioteques 
Universitaries de Catalunya) y la Biblioteca 
de Catalunya. 

La mayoría de asociaciones europeas han 
mantenido contactos con el gobierno de su 
país con el ánimo de transmitir la preocupa­
ción y las propuestas del colectivo bibliote­
cario. En el caso español, FESABID, a tra­
vés del Grupo de trabajo BPI, participó en 
una reunión sobre la Propuesta de Directiva 

organizada por el Ministerio de Educación y 
Cultura en la que también estuvieron pre­
sentes representantes de los editores, distri­
buidores y libreros. 

La posición de FESABID, de acuerdo 
con el colectivo profesional europeo, pro­
pone respetar la filosofia del Tratado 

internacional de la OMPI y la tradición 
jurídica española. Con esta finalidad plan­
tea enmiendas al texto de la Propuesta de 

Directiva que permitirían garantizar que 
las bibliotecas puedan continuar desarro­
llando su función en la sociedad de la 
infonnación. 



Los ciudadanos de la UE no disponemos 
todavía de una "Constitución europea" que 
recoja nuestros derechos como tales y, por 
este motivo, debemos recurrir a los Tratados 
internacionales de los que España es parte, a 
nuestra Constitución y a  la legislación espa­
ñola, para hallar los argumentos juridicos en 
favor de la necesidad de imponer unos lími­
tes a los derechos de autor. Si el nuevo 
entorno digital supone una desprotección 
para los titulares de los derechos de autor es 
necesario revisar la normativa y enmendar­
la en todo aquello que sea pertinente, man­
teniendo, sin embargo, un equilibrio entre 
interés privado e interés público. Cuando se 
aprueba una norma no se pueden prever 
todas las situaciones futuras en que deberá 
ser aplicada y, por ello, a veces resulta 
imprescindible recurrir a los principios que 
han inspirado la ley para aplicarlos a nuevas 
realidades, a las cuales puede ser extrapola­
ble la solución establecida por el legislador. 
Por lo tanto, la solución que se debe buscar 
en el nuevo entorno digital no deberia estar, 
en principio, muy alejada de la vigente en el 
entorno analógico. Un cambio de soporte de 
la información no justificaria una alteración 
en el sistema de valores actual. A pesar de 
todo ello, parece como si las presiones de 
determinados sectores económicos estuvie­
ran precipitando la labor del legislador hacia 
una dirección diferente. 

Las actividades del colectivo biblioteca­
rio en este ámbito han conseguido que las 
bibliotecas estuvieran presentes en los foros 
de debate sobre propiedad intelectual a nivel 
europeo. La participación del colectivo 
bibliotecario en este debate es necesaria: 
además de ser parte implicada, su aporta­
ción puede ser muy enriquecedora, tanto 
para el futuro de las bibliotecas, cómo para 
el conjunto de la sociedad. Escuchar a los 
diferentes sectores que se pueden ver afec­
tados por un proceso normativo ayuda al 
gobierno a enriquecer su visión de la reali­
dad y, por lo tanto, a tener un mayor núme­
ro de elementos para determinar la solución 
más beneficiosa para la sociedad. Las 
bibliotecas son, en este caso, la materializa­
ción de una parte del interés público que 
representa el propio gobierno y sus profe­
sionales pueden, sin duda, hacer aportacio­
nes muy valiosas. 

Los cambios que se están produciendo 
reclaman la elaboración de una política 

pública adaptada a la nueva realidad y esto 
significa, por ejemplo, revisar la función 
social de las bibliotecas en la llamada socie­
dad de la información con el fin de confir­
mar nuevamente que el Estado debe apoyar 
y mantener este servicio social. En esta 
línea, la UE ya ha iniciado un debate sobre 
este punto con la elaboración de un Libro 

Verde (18) sobre el papel de las bibliotecas 
en la sociedad de la información, el desarro­
llo del cual los profesionales de nuestro país 
deberían seguir de cerca. 

En este contexto que, como puede verse, 
va más allá de la regulación de la propiedad 
intelectual, la acción del colectivo bibliote­
cario tiene un papel claro. Una actitud pasi­
va sólo nos podría llevar a ser sobrepasados 
por las presiones de sectores económicos 
muy potentes que por el momento ya han 
tenido como resultado el texto de esta Pro­
puesta de Directiva y, tal vez, a no partici­
par en la configuración de la biblioteca del 
futuro, un futuro que ya es presente. Ir!! 

Barcelona, octubre 1998 

Nota de la autora: A 26 de julio de 1999 
la Propuesta de Directiva sigue en proceso 
de aprobación y no parece que éste pueda 
finalizar antes de 2000. El pasado día 10 de 
febrero tuvo lugar la primera votación (pri­
mera lectura) sobre la Propuesta de Directi­

va del Parlamento Europeo en la que se 
introdujeron enmiendas al texto. El 21 de 
mayo la Comisión emitió una Propuesta 

modificada del texto de la Directiva 
<bttp://europa.eu.int/comm/dgI5/en/intpropl 

intprop/copy2.htm>. 

A continuación, el Consejo debe emitir 
su posición, que se espera para finales de 
año, y luego la propuesta deberá volver al 
Parlamento Europeo para una segunda vota­
ción (segunda lectura). La aprobación final 
de la Directiva corresponderá al Consejo. 

ANEXO: 
Directiva del Consejo de 14 de mayo de 

199/ sobre la protección jurídica de pro­

gramas de ordenador (91/250/CEE) 
(DOCE L 122, de 17/05/91 p. 42) 
<bttp://www2.echo.lu/legal/es/propint/softwarel 

software.html> 

Directiva 92/JOO/CEE del Consejo de /9 

de noviembre de /992 sobre derechos de 
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alquiler y préstamo y otros derechos afines 

a los derechos de autor en el ámbito de la 

propiedad intelectual (DOCE L 346, de 
27/11/92 p. 61) 
<http://www2.echo.lullegalles/propintlalquiler/alqu 

iler.html> 

Directiva 93/83/CEE del Consejo de 27 

de septiembre de /993 sobre coordinación 

de determinadas disposiciones re/ativas a 

los derechos de autor y derechos afines a 

los derechos de autor en el ámbito de la 

radiod�fusión vía satélite y de la distribu­

ción por cable (DOCE L 248, de 6/10/93 p. 
15) 
<http://www2.echo.lu/legalles/propintlsatecabllsate 

cabl.html> 

Directiva 93/98/CEE del Consejo de 29 

de octubre de /993 relativa a la armoniza­

ción del plazo de protección del derecho de 

autor y de determinados derechos afines 

(DOCE L 290, de 24/11/1993 p. 9) 
<http://w.i.i.w2.echo.lullegalles/propintlduracionldur 

acion.html> 

Directiva 96/9/CE del Parlamento Euro­

peo y del Consejo de // de marzo de /996 

sobre la protección jurídica de las bases de 

datos (DOCE L 77, de 27/3/96 p.20) 
<http://www2.echo.lullegalles/propintlbasdatoslbas 

datos.html> 
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